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INTRODUCCIÓN



  La reforma rural integral fue el único asunto orgánico de política pública que se negoció en el proceso de paz con las FARC. Este libro presenta una visión de la cuestión agraria desde la perspectiva del conflicto armado, el acuerdo sobre el primer punto de las conversaciones de paz en La Habana, las bases del diseño de la reforma rural que se acordó en las negociaciones de paz y las formas de ordenamiento territorial para solucionar los conflictos de tierras en las principales regiones colombianas.


  El primer capítulo estudia la relación entre tierra y violencia en las últimas décadas, cuya comprensión explica por qué el Gobierno incluyó el tema como primer punto de la agenda de conversaciones de paz. El segundo examina la negociación de La Habana en el punto agrario y presenta en mayor detalle el contenido de los acuerdos. El tercero estudia las implicaciones del acuerdo para la reforma rural integral, con énfasis en los instrumentos básicos que el país necesita fortalecer o reformar para llevarla a cabo a mediano plazo, en un horizonte de diez años. El cuarto estudia los conflictos territoriales, tanto de propiedad de la tierra como de ocupación geográfica de la población en el territorio, cuyo entendimiento es esencial para hacer un ordenamiento y una gestión eficaz del territorio. El quinto presenta una síntesis del problema agrario y las conclusiones del análisis.


  
1 
 EL PROBLEMA DE LA TIERRA Y LA VIOLENCIA EN COLOMBIA



  DEBILIDAD DE LOS DERECHOS DE PROPIEDAD DE LA TIERRA



  El régimen de propiedad de la tierra en Colombia, esto es, el conjunto de derechos que el Estado reconoce y protege a los ciudadanos sobre parcelas determinadas, está pobremente estructurado y administrado.1 Es un régimen legal heredado del Código Napoleón, que privilegia la propiedad titulada e inscrita en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos y Privados sobre la ocupación y posesión material. Es un régimen que ha beneficiado de preferencia a los dueños de extensas propiedades, pero que ha dejado por fuera los derechos de muchos pequeños campesinos, para quienes rigen los sistemas informales de posesión, herencia y transferencias de tierra. La informalidad en la tenencia puede alcanzar hasta el 50 % en zonas de minifundio tradicional y es mayor en regiones de colonización reciente.


  Con relación a las extensas propiedades existe otra ilegalidad derivada de las formas de adquisición, ya sea con recursos de enriquecimiento ilícito, como el narcotráfico y la corrupción, o por la ampliación de cercas sobre terrenos baldíos o de uso público, como las sabanas comunales, los playones y ciénagas, o por el registro de propiedad formal sobre tierras colonizadas por campesinos sin derechos de propiedad, que han sido expulsados de la tierra por presiones violentas. Este régimen de propiedad en su conjunto ha colapsado en las últimas tres décadas por el impacto de la violencia organizada y el narcotráfico.


  La relación del poder estatal con la geografía política y social de Colombia explica muchas de las condiciones estructurales que han influido en la persistencia de la lucha armada y en las dificultades para resolver el conflicto. El Estado no ha sido capaz de reconocer y garantizar derechos de propiedad transparentes sobre la tierra ni ha podido controlar las rutas para movilizar los productos de exportación. Tampoco ha podido imponer un sistema equitativo de impuestos sobre la propiedad o la riqueza y por tanto no tiene los recursos para satisfacer las necesidades básicas de los sectores excluidos de la población.2


  La confrontación armada en Colombia ha sido fundamentalmente una guerra por el territorio, porque la tierra ha sido históricamente la fuente de rentas privilegiadas para los ricos y el recurso de supervivencia de los pobres. Por eso es necesario examinar en primer lugar las raíces y dimensiones agrarias de la violencia. Las mejores tierras del país han sido colonizadas por campesinos y apropiadas luego sistemáticamente por los hacendados. Así se difundió la ganadería extensiva en la Costa atlántica, el Magdalena medio y los Llanos orientales, después de haber ocupado durante varios siglos las altiplanicies y los valles interandinos.


  El secreto que hace posible esta forma primitiva de acumulación de capital para las élites regionales colombianas es la resistencia, negligencia, incapacidad u oposición del Estado para reconocer, formalizar, titular y proteger los derechos sobre la tierra de las comunidades campesinas. El campesino ha sido reducido a colonizar nuevos territorios sin apoyo estatal, bajo el supuesto de que el país tiene una frontera abierta ilimitada para conquistar, sin necesidad de repartir la tierra sometida al régimen de monopolio rentístico. Su trabajo sobre la tierra, en ausencia de título, no se capitaliza en el valor de la propiedad y reduce al colono al papel de un vendedor de “mejoras” que son acumuladas a continuación en ganadería extensiva. La principal demostración de esta degradación de los derechos posesorios de los agricultores familiares es que en el catastro se registran como “mejoras”, aludiendo a la vivienda, sin especificación del área catastral, sino únicamente con la mención de su avalúo para efectos del impuesto predial.


  Monopolio de las mejores tierras y la ausencia del Estado son las dos características de esta fórmula política de la gran propiedad. Con el espíritu feudal de los señores de la tierra, heredado del ansia de honor que se despertó entre los españoles pobres que venían a América, la propiedad privada de la tierra dejó de ser el motor de la prosperidad para ser el capital muerto de cuyas rentas pudo sobrevivir una clase dominante regional llena de pretensión e incompetencia empresarial. Y la casi ausencia de impuestos sobre la tierra reduce a cero el costo de oportunidad de acumular capital en tierras sin producir, al mismo tiempo que mantiene raquíticos a los municipios, ausente al Estado y empobrecida a la población rural.


  Marco Palacios, historiador que se ha ocupado con atención del problema de la tierra, sintetizó su análisis en un reportaje a Alfredo Molano Jimeno así:3


  Desde los años cuarenta y cincuenta Colombia es uno de los países con mayor concentración de tierra en el mundo. Y es un fenómeno que se agrava entre 1958 y 2010. Allí lo que ocurre es que, en medio de lo que se conoce como La Violencia, los latifundistas ganan la guerra y desalojan al campesinado. Desde el comienzo del Frente Nacional, donde viene la Guerra Fría, la revolución cubana y las guerrillas marxistas, se llega a una cosa fatídica: la aparición de las drogas. Entonces los Estados Unidos se olvidan de la Guerra Fría y nos meten en la guerra contra las drogas. Entonces Colombia empieza a ser un productor de hoja de coca en zonas de baldíos y viene un nuevo tipo de violencia, usada por muchos terratenientes para tener ejércitos privados en la lucha contra la guerrilla. La lucha contra la guerrilla les sirve de paraguas para reconcentrar la tierra y desplazar la gente. Ese es el lío actual: que la guerra contra el narcotráfico aceleró la formación de una clase propietaria del campo —ganaderos, coqueros, narcotraficantes—, que usaron el desorden y la violencia paramilitar y estatal, para apoderarse de tierras y desplazar a los campesinos. Entonces surgió una nueva clase de terratenientes.


  Francisco Gutiérrez Sanín también ilumina el problema de la apropiación de baldíos desde la perspectiva política, al destacar que esta forma de apropiación conflictiva de la tierra introduce incentivos para el uso de la violencia en el mundo rural, además de ser el medio ideal para atesorar capitales, lavar dinero y capturar las rentas de un sistema de propiedad que paga muy pocos impuestos y está pobremente regulado.4


  LA ECONOMÍA POLÍTICA DE LA TIERRA EN COLOMBIA: LA DIMENSIÓN TERRITORIAL DE LA RENTA DE LA TIERRA


  Para Henry George,5 en su famoso ensayo Progreso y miseria,  publicado en 1879, la misma dinámica económica que lleva al progreso ahonda la miseria si los propietarios capturan de manera creciente la renta de la tierra, creada por la sociedad, y si esta no es capaz de recuperar en impuestos parte o toda la renta para reinvertirla en desarrollo rural. Como la renta depende de la escasez de tierra para la producción en cada localidad, los terratenientes extensivos aumentan artificialmente la escasez en la medida en que no la usan para producir de acuerdo con su potencial. La renta es el impuesto que extraen los propietarios de la sociedad, pues es ella quien valoriza con su trabajo el territorio a medida que se densifica geográficamente y se extiende la infraestructura. La ley de hierro de los rentistas es el monopolio, reforzado por la subutilización, que permite extraer rentas de la sociedad cuando requiere la tierra para la producción, el crecimiento urbano y la infraestructura, y el precio de la tierra es en realidad el valor de cambio del monopolio.


  Según la formulación de David Ricardo,6 la renta es el precio diferencial que hay que pagar por encima del que tendría el uso de la tierra que se puede conseguir —en Colombia ha sido la frontera de colonización—, cuya menor productividad, aparte de condiciones naturales, refleja la carencia de economías de aglomeración —renta social capitalizada—, aparejadas con la inversión social en cada localidad. La renta expresa el costo de oportunidad de usar la tierra según su localización, que valoriza los suelos a medida que se aglomera la población y los usos, hasta la densidad mayor de las ciudades, donde el suelo se mide en metros cuadrados y no en hectáreas.


  Henry George expresó las consecuencias sociales de la renta en estos términos:


  Si un hombre tiene dominio sobre la tierra en que otros han de trabajar, puede apropiarse el producto de su trabajo como precio del permiso para efectuarlo. De este modo se infringe la ley fundamental de la naturaleza, de que su disfrute sea consecuencia del esfuerzo. Uno gana sin producir; los otros producen sin ganar. Al uno le enriquecen injustamente; al otro le despojan. Hemos visto que esta injusticia fundamental es la causa de la injusta distribución de la riqueza que divide la moderna sociedad en los muy ricos y los muy pobres. El continuo crecimiento de la renta, el precio que el trabajo está obligado a pagar por el uso de la tierra, es lo que usurpa a los más la riqueza justamente ganada, y la acumula en manos de los pocos que no hacen nada para ganarla.7


  A continuación se pregunta:


  Si la tierra pertenece al pueblo, ¿por qué continuar permitiendo que los propietarios tomen la renta o indemnizarlos por la pérdida de la renta? Pensad qué cosa es la renta. No sale espontáneamente de la tierra; no es debida a cosa alguna que el propietario haya hecho. Representa un valor creado por toda la colectividad. Dejad a los propietarios, si queréis, todo lo que la posesión de la tierra les daría en ausencia del resto de la colectividad. Pero la renta, creación de toda la sociedad, necesariamente pertenece a toda la sociedad.


  Las tierras baldías no tienen valor porque cualquiera puede ocuparlas gratis y hacerlas producir con su trabajo. Por eso son objeto de la colonización campesina, y la ley estableció que los ocupantes tienen una expectativa legítima para que el Estado se las adjudique en propiedad. Su expectativa no es un derecho real sobre la tierra, que pertenece a la nación, sino un derecho personal para ser titular del derecho de propiedad cedido por el Estado. Al vender ese derecho personal solo se transfiere el permiso de ocupar la tierra para usarla en la producción y por tanto la tierra no sale del patrimonio de la nación hasta que la adjudique.


  Lo único malo es que el Estado colombiano no ha cuidado que los derechos sobre la tierra pertenezcan a quienes la ocupan y trabajan, y el desfase de tiempo entre el poblamiento territorial y la generación de derechos de propiedad es tan grande que surge un mercado ficticio de permisos de ocupación —venta de mejoras—, que los compradores formalizan en escrituras, que el registro llama falsa tradición, o que los jueces otorgan como pertenencias o prescripción adquisitiva, sin tener facultad para hacerlo por ser baldíos imprescriptibles.


  La pregunta obligada es ¿cuánta tierra, de ese 40 % del área agraria del país que está en manos del 0,4 % de los dueños de fincas mayores de 500 hectáreas, es tierra baldía despojada a la nación para capitalizar rentas a favor de unos pocos, a expensas de la riqueza colectiva?


  En vez de distribuir la tierra con un proceso de reforma agraria, la dirigencia colombiana protegió las rentas de la tierra de las élites regionales y estimuló la colonización de la frontera agraria, sin conferir derechos de propiedad a los colonos, para que fueran vendedores de su trabajo, representado en mejoras, mientras la propiedad se iba concentrando detrás de la ola colonizadora. El resultado histórico es que las tierras más fértiles y con infraestructura cercanas a las ciudades tienen altos precios, están en cabeza de pocos propietarios y son subutilizadas, mientras las sociedades campesinas tienen tierras en pendientes, en procesos de erosión, incomunicadas y distantes de los mercados, o selváticas, con suelos improductivos y sin infraestructura.


  Los empresarios agroindustriales tampoco tienen acceso, por sus altos precios, a las tierras más privilegiadas y cercanas, y deben buscarlas en la frontera agraria, sin infraestructura ni presencia efectiva del Estado. Los altos precios de la tierra operan como fuerza centrífuga que desplaza al campesino y al empresario a la periferia, en contravía de las economías de aglomeración que elevan la productividad de los suelos al crear clústeres de cadenas de valor.


  La decisión de cerrar la expansión de la frontera agraria tiene el efecto inmediato de valorizar las tierras incorporadas al mercado, pues desaparecería la opción de obtenerlas gratis en la frontera. Por tanto, el cierre de la frontera exige la intervención del Estado para impedir que la posición dominante de quienes monopolizan la tierra les permita extorsionar a la sociedad cobrando precios especulativos por la tierra, que convierten en rentas individuales la inversión colectiva para desarrollar el territorio. Costos públicos y ganancias privadas.


  EL ORDEN SOCIAL DE LAS RENTAS DE LA TIERRA


  Violencia y órdenes sociales, el último libro de Douglass C. North, Barry R. Weingast y John Joseph Wallis,8 ofrece una explicación sobre el cambio de los que llaman estados naturales o sociedades de acceso limitado, a las que llaman sociedades de acceso abierto donde vive el 15 % de la humanidad en apenas veinticinco países desarrollados.


  Su tesis se puede resumir en las siguientes ideas: las sociedades de acceso limitado surgieron con el descubrimiento de la agricultura, hace diez mil años, y caracterizan, aún hoy, al 85 % de la población mundial, mientras que las sociedades de acceso abierto se formaron desde la revolución industrial en Europa, hace doscientos cincuenta años, y hoy lideran la globalización y su relación con las sociedades de acceso limitado.


  En las sociedades de acceso limitado las élites económicas, políticas y religiosas controlan un sistema que les produce rentas al restringir los derechos de propiedad, al mantener sus privilegios, y al controlar la violencia mediante la subordinación de las fuerzas armadas. Con los avances en la división y organización del trabajo, el orden social de los estados naturales evoluciona gradualmente, desde los estados naturales frágiles hasta los estables y los maduros, para luego hacer posible —aunque infrecuente— la transición a una sociedad de acceso abierto.


  Los estados naturales frágiles son los que apenas emergen de la violencia como fuerza dominante y la reemplazan con una serie de instituciones que, muy gradualmente, permiten mantener el orden.


  Un estado natural estable es aquel donde el desarrollo de las instituciones amplía los horizontes de los participantes a la especialización y la división del trabajo, para construir una estructura más compleja.


  Un estado natural maduro es aquel que, como México, ha desarrollado estructuras complejas, incluyendo organizaciones independientes del control del Gobierno y de intercambios personales, pero donde la estructura dominante es todavía la interacción personal de las élites. Sus privilegios incluyen el control sobre organizaciones sociales poderosas, como la Iglesia, los gobiernos, las cortes y las unidades militares.


  Por su parte las sociedades de acceso abierto extendieron la ciudadanía a una proporción creciente de su población. Todos los ciudadanos pueden formar organizaciones económicas, políticas, sociales o religiosas para cumplir una serie de funciones, con la única excepción del uso de la violencia.


  En las sociedades de acceso abierto el orden se mantiene gracias a la interacción entre la competencia, las instituciones y las creencias. El Gobierno controla a los militares pero está limitado por restricciones institucionales y está sujeto al control de la oposición política.


  EL RETO DE LA TRANSICIÓN A UNA SOCIEDAD DE ACCESO ABIERTO


  La transición hacia una sociedad de acceso abierto es muy difícil porque en la sociedad de acceso limitado las élites resisten cualquier cambio que mine o que limite sus privilegios. Las sociedades de acceso abierto son justamente el reverso: son económica y políticamente competitivas, creativas e innovadoras, eficientes en vez de ineficientes.


  Douglass C. North y sus colegas concentran su explicación en tres condiciones esenciales para transitar hacia las sociedades de acceso abierto. Aplicando su hipótesis a Colombia, tendríamos que para moverse hacia una sociedad de acceso limitado estable y aspirar a una madura, para luego pasar a ser una sociedad de acceso abierto, tendríamos que cumplir estas tres condiciones esenciales:


  
    	Extender los derechos de propiedad más allá de las élites, a capas más amplias de la población.


    	Multiplicar las instituciones y organizaciones que aprovechen las ventajas de la competencia abierta en la política y en la economía.


    	Liberar a las fuerzas armadas, bajo control del Gobierno, de su papel de garantes de las rentas de las élites, para garantizar efectivamente los derechos de toda la población.

  


  EL RETROCESO DE COLOMBIA: DEL RENTISMO DE LAS ÉLITES A LA APROPIACIÓN POR VIOLENCIA


  Hasta hace tres décadas, en términos de Douglass C. North y sus colegas, Colombia era una sociedad de acceso limitado estable, o si acaso madura, con un sistema político controlado por élites que capturaban la mayor tajada de las ganancias sociales y garantizaron la subordinación de los militares para controlar la violencia y mantener el orden social. Una de las principales fuentes de esas rentas siempre fue el oligopolio de la tierra, pues desde tiempo inmemorial se había restringido el acceso de la población campesina y luego, mediante la violencia de las últimas décadas, se la había despojado de una tercera parte de su territorio. La concentración de la tierra aumentó además las rentas por la vía de sobrevalorar los predios y al mismo tiempo rebajar los impuestos prediales que sostienen al estado local, al costo de la exclusión social del campesinado.


  Las otras fuentes de rentas eran —y son— la cooptación de los sistemas políticos regionales y locales, y la subordinación de las unidades militares a las necesidades de protección de las élites. Otra garantía del sistema de rentas, que la violencia ayudó a consolidar, fue la desmovilización de las organizaciones sociales que defendían los intereses de las comunidades campesinas.


  Pero el desbordamiento de la violencia —primero de las guerrillas y luego del narcotráfico y los paramilitares— hizo retroceder la sociedad hacia una de acceso limitado frágil, que gradualmente emergió de la violencia como fuerza dominante y la reemplazó con instituciones capaces de mantener el orden. Los sistemas de coalición que les permitían a las élites mantener bajo control la violencia fueron insuficientes, y los mafiosos y los señores de la guerra emergieron como élites asociadas o alternativas, que accedieron a rentas ilegales y buscaron capturar los resortes políticos para heredar el sistema de rentas legales de las élites consolidadas.


  En las circunstancias actuales, la propuesta de un nuevo arreglo modernizante con las élites regionales reforzaría su papel de gestores del desarrollo mediante la competencia, que sustituye las rentas de oligopolio por la productividad, de manera que la tierra pase a manos de los más eficientes, sean ellos los actuales propietarios, nuevos empresarios o asociaciones campesinas de productores. Esto supone una alianza entre el Estado central y los grupos más modernos e innovadores de las élites regionales, para expulsar a los aliados criminales y romper las barreras ilegales o legales que hoy restringen el acceso de los productores eficientes, y establecer un control institucional sobre la base de reglas impersonales que garantizan los derechos de ciudadanía y de propiedad a toda la población.


  DERECHO CIVIL VS. DERECHO AGRARIO EN LA FORMACIÓN DE LOS DERECHOS DE PROPIEDAD SOBRE LA TIERRA


  El régimen de propiedad territorial en Colombia se caracteriza por dos problemas extremos: la ilegalidad en la adquisición de grandes propiedades —lavado de dinero producto del crimen o despojo por violencia, o apropiación ilegal de baldíos y reservas ambientales—, y la informalidad de un 60 % de la posesión de pequeñas porciones de tierra. Estos problemas resultan de la preponderancia del derecho civil de propiedad, heredero de la revolución francesa, que defendió la propiedad contra el absolutismo de los reyes, y del anacronismo y desorden del registro de títulos formales con linderos imprecisos, no referidos a un plano catastral riguroso, que ha permitido englobar como propiedad inscrita las áreas poseídas y trabajadas por pequeños productores informales y apropiarse de los baldíos que estaban destinados a ellos.


  Desde 1936, con la Ley 200, el sistema político introdujo el derecho agrario, derivado del principio constitucional de la función social de la propiedad, y creó la jurisdicción agraria en el poder judicial para aplicarlo, y desde 1961 la Ley 135 de reforma agraria obligó al Estado a realizar un ordenamiento social de los derechos de propiedad en beneficio de los campesinos. Tanto la aplicación del derecho agrario como la reforma agraria fueron eficazmente frenados en la práctica por las élites feudales, y las organizaciones estatales creadas para impulsar los derechos campesinos a la tierra fueron debilitadas y cooptadas durante varios años por clientelas políticas y redes criminales como las guerrillas y los paramilitares. La jurisdicción agraria no se instaló y los conflictos de tenencia fueron remitidos a jueces civiles que no aplican el criterio social de beneficiar a la parte débil de los litigios, propio del derecho agrario, sino el de proteger los derechos formales de los grandes propietarios, característico del derecho civil.


  El proceso histórico de desposesión de los territorios campesinos ha sido el contexto social de la violencia armada de insurgencia y contrainsurgencia, que también ha deprimido la producción de alimentos, y ha resultado en el desplazamiento y despojo y en la pobreza creciente del campesinado, para enriquecer a una élite rentista y parcialmente criminalizada, y en la cual está concentrada la propiedad de la tierra.


  LA FUNCIÓN SOCIAL DE LA TIERRA EN EL DERECHO AGRARIO COLOMBIANO


  El derecho civil es la muralla de garantías del derecho de propiedad contra el despotismo de gobernantes o la arbitrariedad de particulares que quieran vulnerarlo. Pero el sistema anacrónico y desvertebrado de titulación y registro de la propiedad ha sido el verdadero secreto que le ha permitido a la élite colombiana apropiarse de las tierras privilegiadas colonizadas por campesinos y adquiridas como simples mejoras. Cuando el Código Civil fue expedido, en 1887, solo una pequeña porción del territorio cercano a las ciudades y a las vías tenía propiedad con títulos registrados. El resto era tierra baldía, que desde 1922 la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia confirmó como propiedad de la nación, no susceptible de posesión ni pertenencia, sino de mera ocupación por colonos que la trabajaran, y que solo salía del dominio de la nación mediante un acto expreso de adjudicación.


  El régimen de baldíos, por tanto, fue el derecho concedido al campesinado para que ocupara el territorio con su trabajo familiar para expandir la frontera agraria, a cambio de la promesa del Estado de reconocer esa ocupación como propiedad titulada. Por el incumplimiento del Estado, desde los años veinte del siglo pasado, estallaron muchos conflictos entre colonos de baldíos y propietarios inscritos, que no ejercían posesión material pero alegaban títulos sobre los baldíos registrados conforme al derecho civil.


  Para resolver esos conflictos, la Ley 200 de 1936 definió el derecho preferente del poseedor material para hacerse propietario mediante la prescripción o pertenencia y derrotar la pretensión del titular privado que no ejercía posesión. También concretó la función social de la propiedad, que justifica la expropiación o la extinción del dominio cuando deba prevalecer el interés público. Para aplicar esos nuevos conceptos creó la jurisdicción agraria, pero el fisco no pudo sostenerla.


  Esta ley introdujo el derecho agrario, progresista con el campesinado, pero su aplicación quedó en manos de jueces civiles, notarios y registradores, que no tenían modo de distinguir entre baldíos y tierras privadas, y que por tanto usaron las reglas del Código Civil para que los grandes terratenientes reclamaran el derecho de pertenencia para consolidar los títulos precarios de la mayor parte de los baldíos ocupados, despojando así legalmente a los colonos. Todos estos hechos muestran que el Estado colombiano no ha controlado el régimen de propiedad de la tierra ni ha usado con eficiencia las herramientas para hacerlo. La creación y consolidación de derechos de propiedad es un proceso que exige acción estatal por oferta, como bien público, y participación social en la conciliación de conflictos de tenencia.


  LA REALIDAD SOCIAL DE LOS BALDÍOS: DESPOJO SISTEMÁTICO DE LOS DERECHOS DE OCUPACIÓN DE LOS CAMPESINOS


  Durante el siglo XIX los baldíos fueron el patrimonio del que dispuso la nación para pagar la deuda pública, dar en concesión a cambio de obras públicas, estimular la colonización interior, o pagar beneficios a los altos oficiales como compensación a su contribución en la independencia o como botines de las guerras civiles. Ocasionalmente se titularon a los colonos que expandían la frontera agraria, aunque muchas veces sus intereses chocaron con propietarios titulares que buscaban capturar las rentas de la colonización. Algunas concesiones se hicieron a empresas colonizadoras de la región cafetera.
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